Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Está abierto el acto. 
(Es la hora 15 y 23 minutos.) 


-La Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social del Senado tiene el agrado de recibir 
al Ministro de Trabajo y Seguridad Social, doctor José Bayardi y al señor Subsecretario, doctor Nelson 
Loustaunau, a fin de conocer la opinión de la Cartera sobre el proyecto de ley relativo a la modificación 
de los artículos del Sistema de Negociación Colectiva que fuera denunciado ante la OIT. 


Tiene la palabra el señor Ministro. 


SEÑOR MINISTRO.- Como señaló el señor Presidente, comparecemos ante la Comisión para hacer 
algunas consideraciones sobre un proyecto de ley que fue presentado en marzo de 2013 que contiene 
modificaciones de la Ley N* 18.566. 


Esta iniciativa surge a partir de una queja que el país tiene ante la Organización Internacional 
del Trabajo. Se trata, específicamente, del caso  N” 2699 ante la OIT y fue interpuesta por la Cámara 
de Industrias del Uruguay, la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del Uruguay y la Organización 
Internacional de Empleadores contra el Gobierno de Uruguay ante el Comité de Libertad Sindical, por 


violación de los Convenios NC*: 98 y 144. 


La queja fue presentada el 9 de febrero de 2010 y refiere a algunas observaciones de los 
empleadores respecto a lo que fue, en primera instancia, el proyecto de ley que luego se transformara 
en ley, relativo al Sistema de Negociación Colectiva. 


En cuanto a las observaciones que recibimos del Comité de Libertad Sindical de la OIT, el 
Poder Ejecutivo, con fecha 4 de marzo envió el proyecto de ley que está en consideración. A ese 
respecto, vamos a realizar algunas consideraciones sobre la queja, las observaciones del Comité de 
Libertad Sindical y el propio proyecto de ley que la Comisión de Asuntos Laborales y Seguridad Social 
tiene a estudio. 


No me voy a extender en la parte expositiva del proyecto de ley porque los señores 
Senadores ya la tienen. Con el señor Subsecretario, que ha seguido este tema y con respecto a la 
queja tiene la memoria histórica del asunto en el Ministerio, ya que ha hecho un seguimiento y ha 
comparecido en otras oportunidades frente al Consejo de Administración de la OIT, queríamos dar 
algunos detalles sobre este proyecto de ley que consta de cuatro artículos y plantea la modificación de 
los artículos 4", 14 y 17 de la Ley N* 18.566. 


Si los señores Senadores lo entienden conveniente, haríamos referencia a las modificaciones 
propuestas pero si lo creen necesario podríamos hacer alguna consideración sobre lo planteado por el 
Comité de Libertad Sindical. En lo personal, me voy a centrar en lo relativo a las modificaciones al 
proyecto de ley y luego podríamos intercambiar opiniones sobre las observaciones. 


Se plantea la modificación del artículo 4%, en consonancia con la interpretación que hacemos 
de las observaciones que nos hizo el Comité de Libertad Sindical. En este artículo se plantea el tema 
del deber de negociar de buena fe y se propone una modificación ante una observación que refiere a 
un aspecto que nosotros pensamos estaba contemplado en el artículo tal como había sido aprobado. 


El primer párrafo del artículo 4” de la Ley N* 18.566 dice: “En toda negociación colectiva las 
partes conferirán a sus negociadores respectivos el mandato necesario para conducir y concluir las 
negociaciones a reserva de cualquier disposición relativa a consultas en el seno de sus respectivas 
organizaciones. En cualquier caso, deberán fundar suficientemente las posiciones que asuman en la 
negociación”. A su vez, el segundo párrafo, que tampoco sufrió modificaciones dice: “Las partes 
deberán asimismo intercambiar informaciones necesarias a fin de facilitar un desarrollo normal del 
proceso de negociación colectiva. Tratándose de información confidencial, la comunicación lleva 


implícita la obligación de reserva, cuyo desconocimiento hará incurrir en responsabilidad a quienes 
incumplan”. Nosotros pensamos que las observaciones que se hacían respecto del eventual manejo de 
esta información, estaban contenidas, de alguna manera, en el artículo 4% tal como estaba redactado 
en el proyecto de ley que fue aprobado y sancionado como ley, en la medida en que el 
desconocimiento del deber de reserva haría incurrir en responsabilidades a quienes lo incumplan y 
aquí no se está ajeno a las responsabilidades penales o civiles que pudieran corresponder desde el 
punto de vista de la violación de la reserva y del secreto. Además se ha incorporado un párrafo que 
dice que la Inspección General del Trabajo y de la Seguridad Social velará por el cumplimiento de las 
obligaciones establecidas en el inciso anterior. Esta es la única modificación que proponemos respecto 
al artículo 4%. Nosotros pretendemos la existencia de un ámbito institucional, que en este caso sería el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, el que independientemente de lo que se acuerde en el 
proceso de negociación dentro de los propios Consejos, será el que tendrá el deber de velar por el 
cumplimiento de la obligación establecida en el inciso anterior. 


Si los señores Senadores tienen algo para señalar sobre la observación, estamos a 
disposición de lo que nos soliciten. 


SEÑOR PASQUET.- Me gustaría hacer una pregunta. 


Puedo ver sin mayor dificultad el papel que puede desempeñar la Inspección General del 
Trabajo para exhortar a las partes a intercambiar las informaciones necesarias para el normal 
desarrollo del proceso y la negociación colectiva, pero no veo qué puede ocurrir si se produce la 
violación de la reserva. ¿En ese caso tiene la facultad de imponer sanciones? 


SEÑOR MINISTRO.- La Inspección tiene la posibilidad de imponer sanciones, no obstante 
consideramos que hay dos etapas. Una tiene que ver con que en el proceso de negociación haya 
intercambio de información. Muchas veces puede pasar que la falta de información lleve a que el 
proceso de negociación colectiva no pueda asumir a cabalidad su alcance, en la medida que si una de 
las partes entiende que no está puesta la suficiente información arriba de la mesa puede terminar por 
no acordar, situación que se plantea en los procesos de negociación colectiva. El tema central es quién 
termina llevando adelante, desde el punto de vista administrativo, la investigación respecto a la 
violación de la obligación de reserva. 


SEÑOR SUBSECRETARIO..- En términos genéricos, la Inspección General del Trabajo es la policía del 
trabajo; es quien debe velar por el cumplimiento de toda la normativa laboral, así como debe velar por 
el cumplimiento de la ley de 1915 que establece las ocho horas de trabajo y si no se cumple se aplica 
un mecanismo de sanción. La idea es advertir que frente a esta clase de violación del deber de reserva 
de las partes, la Inspección los intimará a su cumplimiento, teniendo entre sus facultades la aplicación 
de una sanción. 


Aquí podríamos tener alguna discusión que podría complicar un poco más la situación. Como 
los señores Senadores saben, los sindicatos en el Uruguay no requieren necesariamente de 
personería jurídica para actuar en el mundo del derecho del trabajo, pero sí para hacer el resto de las 
operaciones. Si algún sindicato no tuviera personería jurídica se podría presentar el problema de a 
quién, la Inspección General del Trabajo intimará sobre el cumplimiento de su obligación. Nos parece 
que para este caso, la obligación no es exclusivamente de la organización sindical, sino también de 
quienes intervienen como mediadores. Cuando me refiero a las organizaciones sindicales lo hago en 
los términos más extensos previstos por los Convenios  N” 87 y 98 que son las organizaciones de 
empleadores y trabajadores, porque por la definición tendemos a creer que se trata solamente de 
trabajadores. 


En el término más amplio, nos parece que cualquier integrante de una organización gremial es 
alcanzado por dicha obligación y por esa extensión la Inspección General del Trabajo podría instarlo 
personalmente al cumplimiento de este deber y, eventualmente, aplicar una sanción. 


SEÑOR PASQUET.- Quisiera preguntarle al señor Subsecretario cuáles eran las normas fundantes de 
la competencia de la Inspección... 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Si el señor Senador me permite, quisiera decir algo antes de que prosiga. 
De todas maneras, la norma está abierta, es decir que su redacción puede ser perfectible, se puede 
definir más o reafirmar la competencia de la Inspección en ese caso. Intento colaborar con su idea, 
pero no sé si soy claro con lo que quiero decir. 


SEÑOR PASQUET.- Le agradezco y le pregunto porque no tengo inconveniente en reconocer mi 
desconocimiento en esta materia. ¿En qué norma se funda la competencia de la Inspección General 
del Trabajo en todo esto? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- El señor Senador Pasquet me sorprende porque en este momento no lo 
recuerdo, pero le voy a proporcionar el dato. Se trata de una norma presupuestal cuyo número no 
recuerdo en este momento -podría arriesgar, pero temo equivocarme-, es una Rendición de Cuentas 
que reordena la Inspección General del Trabajo y le atribuye las competencias. Me suena que la 
definición puede estar en la Ley N* 16.320, pero lo corroboraré y me comprometo a hacerle llegar el 
dato. 


SEÑOR PASQUET.- Muchas gracias. 


SEÑOR MINISTRO.- De todos modos y más allá del papel de la Inspección General del Trabajo, voy a 
rescatar que en el texto, tal como estaba planteado -más allá de la querella y de sus observaciones- 
hay una salvaguarda del interés que muchas veces es empresarial. A menudo se plantea que haya 
reserva de la información en dicha área y eso es entendible, es compartible, porque si se actúa de 
buena fe y se está poniendo toda la información sobre la mesa, la idea es que se mantenga en reserva, 
sobre todo cuando es de naturaleza empresarial. 


Como decía, tal como está formulado el segundo inciso de la ley que está vigente, nos 
parecía más que suficiente, en la medida en que se hacía incurrir en responsabilidades a quienes 
incumplieran. Desde el punto de vista de la responsabilidad penal -lo estuvimos discutiendo-, el secreto 
profesional puede ser interpretado de una manera limitativa o de forma amplia. Es obvio que, por 
ejemplo, viola el secreto profesional el abogado en la relación con su cliente o el médico en la relación 
con su paciente, pero no es menos cierto que ello también sucede cuando se está ejerciendo una 
profesión donde se está asignado como negociador en un trámite de proceso de negociación. Aunque 
esa no sea su profesión, si la persona está cumpliendo una función de negociador, le es aplicable esta 
norma porque la reserva le está siendo adjudicada en el proceso del trámite de la negociación 
colectiva. Esto sucede más allá de las responsabilidades civiles. Me da la impresión de que -es una 
consideración que hago como producto de lo que he leído en las querellas y demás- lo que más 
preocupa a las empresas es estar sujeto a responsabilidades penales. Muchas veces, frente a la 
violación o a los trascendidos de lo que una empresa pone sobre la mesa desde el punto de vista de la 
información, las sanciones pecuniarias no terminan siendo el tema central sino el hecho de que haya 
sanciones que lleven a que no se revele el secreto de lo que haya sido puesto en el proceso de 
negociación colectiva. 


Esta es la modificación que estamos planteando en cuanto al artículo 4” y la propia ley de 
habeas data a la que hacía referencia el señor Subsecretario. 


Asimismo, planteamos una modificación en el artículo 14 de la iniciativa que refiere a la Ley 
N* 18.566. La Secretaría de la Comisión me ha entregado el comparativo del proyecto de ley y lo que 
pretendemos es sacar el último inciso del mencionado artículo. Efectivamente, lo que se está 
eliminando es lo que se encuentra subrayado -para trabajar con el mismo comparativo que tienen los 
señores Senadores y que con deferencia Secretaría nos acercó-, que tiene que ver con el último inciso. 
Dice el artículo 14: “Artículo 14 (Sujetos).- Son sujetos legitimados para negociar y celebrar convenios 
colectivos un empleador, un grupo de empleadores, una organización o varias organizaciones 
representativas de empleadores, por una parte, y una o varias organizaciones representativas de los 
trabajadores, por otra. Cuando exista más de una organización que se atribuya la legitimidad para 
negociar y no medie acuerdo entre ellas, la legitimación para negociar se reconoce a la organización 
más representativa, en atención a los criterios de antiguedad, continuidad, independencia y número de 
afiliados de la organización”. Hasta aquí el texto del artículo 14, que contaba con un último inciso que 


decía: “En la negociación colectiva de empresa, cuando no exista organización de los trabajadores, la 
legitimación para negociar recaerá en la organización más representativa de nivel superior”. 


Tenemos una reflexión para hacer con respecto a este punto. En consonancia con la 
observación que nos hiciera el Comité de Libertad Sindical, hemos eliminado el mencionado inciso del 
proyecto de ley que estamos presentando en esta oportunidad, dejando abierto el espacio a la 
negociación en el ámbito de la empresa. 


SEÑOR TAJAM..- ¿Esta es la propuesta formulada por el Comité de Libertad Sindical? 
SEÑOR MINISTRO..- Efectivamente. 

SEÑOR SUBSECRETARIO.- Si así lo desea, le podemos dejar el pronunciamiento del Comité. 
SEÑOR TAJAM.- No es necesario, ya contamos con el material. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- No es la posición con la que estarían de acuerdo los trabajadores, sino 
un planteamiento del Comité y de los empleadores. Hay una cosa que vale la pena recalcar y es la que 
tiene que ver con que trabajamos durante tres años en la posibilidad de enviar al Poder Ejecutivo un 
proyecto de ley consensuado. Esta iniciativa fue bloqueada en una y otra oportunidad por distintas 
razones por los dos interlocutores sociales. Esto condujo a que en un momento el Poder Ejecutivo lo 
entendiera como un tema de responsabilidad ante la propia Organización Internacional del Trabajo. El 
Gobierno no podía ser omiso con este tema por más que informara sobre las reuniones que estaba 
llevando a cabo y para evitar que se tergiversaran las acciones que se implementaban, entendió que 
tenía que elevar el proyecto de ley tratando de rescatar los puntos donde había una suerte de 
consenso y además respetando los que planteaban mayor rispidez. Y este era uno de esos. 


SEÑOR MINISTRO.- Hecha la aclaración que hacía el señor Subsecretario sobre los esfuerzos que se 
hicieron para tratar de llegar a un acuerdo entre las partes, que luego no fue alcanzado, es evidente la 
posición que fuera elevada por el Poder Ejecutivo como consideración del anteproyecto de ley en 
cuestión. Por otra parte, hay reservas por parte de los trabajadores y muy probablemente en algunos 
alcances del texto también por parte de los empleadores, que hubieran deseado que las 
modificaciones propuestas fueran mayores. Cabe señalar que una vez que el proyecto de ley llega al 
Poder Legislativo, será el Parlamento el que tendrá que abrir las consideraciones y actuar en 
consecuencia. 


El artículo 17 de la Ley N* 18.566 establece que la vigencia de los convenios colectivos será 
establecida por las partes de común acuerdo, quienes también podrán determinar su prórroga expresa 
o tácita y el procedimiento de denuncia. Hasta ahí el primer inciso del artículo. 


Luego, el segundo inciso expresa que el convenio colectivo cuyo término estuviese vencido, 
mantendrá la plena vigencia de todas sus cláusulas hasta que un nuevo acuerdo lo sustituya, salvo que 
las partes hubiesen acordado lo contrario. Precisamente, este inciso es el que se propone eliminar a 
través de este proyecto de ley. 


Según nuestra interpretación, el texto del primer inciso del artículo 17 de la Ley N* 18.566 
que, reitero, establece que la vigencia de los convenios colectivos será establecida por las partes de 
común acuerdo, quienes también podrán determinar su prórroga expresa o tácita y el procedimiento de 
denuncia implica dejar abierta la posibilidad para que el convenio mantenga su ultra actividad -como se 
le denomina- más allá de los plazos de vencimiento o de vigencia que se pudieran fijar. 


Quiero abrir un paréntesis para decir que siempre que discutimos sobre ultraactividad de los 
convenios, la experiencia recogida nos ha demostrado que el contexto en el que ella se desarrolla y 
aplica depende de la situación económica de una sociedad en un momento determinado. Si la situación 
económica y su prospectiva son relativamente buenas, es mucho más pacífico aceptar que se aplique 
la cláusula de prórroga de los convenios. Esto es de lógica. Ahora bien, si la situación es crítica o las 


previsiones son muy negativas, de parte del sector empleador habrá cierta resistencia a admitir esta 
eventualidad. No obstante ello, uno podría negociar un convenio con cláusulas de salvaguarda y prever 
que cualquier cambio revé tales o cuales cláusulas o todo el convenio. Además, todos sabemos que, 
muchas veces, la ultraactividad es un problema de correlación de fuerzas dentro del proceso de 
negociación. 


Dado el planteamiento de esta observación, queremos aclarar que en este proceso no hubo 
acuerdo con los trabajadores respecto a la eliminación del mencionado inciso y que esta modificación 
responde a la observación del Comité de Libertad Sindical de la OIT que, de alguna manera, ha sido 
presentada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En casi todos los convenios colectivos ocurre que si no hay denuncia 
presentada, siguen vigentes. Si no existe denuncia previa o una vez terminado el convenio, este sigue 
en vigencia. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- A este respecto no tenemos estadísticas pero sí un gran contacto con la 
materia. Quizá no esté bien decir que es una idea a ojo de buen cubero pero la verdad es que conozco 
del tema. 


Todos los convenios de los que participa la Cámara Nacional de Comercio hacen opción del 
artículo y, por ejemplo, establecen que este beneficio tendrá una duración hasta tal fecha, con lo cual 
inhibiría -porque es una facultad que le otorga la ley- la ultra actividad de ese beneficio. 


Si se analizan los convenios -si no los tienen podemos enviárselos- vinculados al Grupo 10 
“Comercio”, al Grupo 19, “Servicios” y al Grupo 20 -todos sectores donde tiene una alta 
participación la Cámara Nacional de Comercio y Servicios-, podrán ver que se aplica esta cláusula de 
restricción de la ultraactividad. Como explicó el señor Ministro, lo que se pretendió con la norma 
original fue abrir una facultad sobre la ultraactividad de los convenios que existe en el Derecho 
Comparado, en la legislación francesa y en la argentina. La nuestra dijo: “Muy bien; no voy a decir que 
todos son ultraactivos, lo que digo es: si usted no quiere ser ultraactivo, páctelo”. Es lo que ha pasado. 
Estoy en deuda con el señor Senador en cuanto a darle un número más exacto, pero puedo asegurarle 
que hay una gran cantidad de convenios que utilizan el mecanismo de restricción de la cláusula para 
que la ultraactividad no se dispare. El principio es la ultraactividad, salvo que usted enuncie lo 
contrario. Los empleadores y los sindicatos que pactan haciendo opción de esta facultad prevista en el 
artículo de la ley, no tienen problemas. Para dar garantías, corresponde decir que tanto el Convenio N* 
98 como la recomendación que le llega de la OIT, permite la facultad que está incorporada en la ley 
uruguaya, o sea la posibilidad de decir que no es ultraactiva. 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración el artículo 22 que deroga el literal D) del artículo 10. 


SEÑOR MINISTRO.- El literal D) del artículo 10 de la Ley N* 18.566 refiere a competencias y dice: 
“Serán competencias del Consejo Superior Tripartito”. El literal D) dice: “Considerar y pronunciarse 
sobre cuestiones relacionadas con los niveles de negociación tripartita y bipartita.” El Comité hizo una 
observación porque entiende que si el Consejo Superior Tripartito está integrado por el Poder 
Ejecutivo, habría un grado de injerencia eventual de este Poder en el ámbito de negociación entre 
empleadores y trabajadores. Nosotros no hicimos la misma lectura que se hace acá. Pensamos que 
“considerar y pronunciarse” no es imperativo o impositivo desde el punto de vista de las 
consideraciones correspondientes. Según mi impresión, esté o no el Consejo Superior Tripartito va a 
terminar considerando y pronunciándose sobre cuestiones relacionadas con los niveles de negociación 
una vez que estén planteados, porque es un ámbito de gobernanza en el que muchas veces se 
terminan planteando los temas que en niveles inferiores generan problemas o algún conflicto. En ese 
sentido, desde que se instaló la Ley N* 18.566 suelen llegar al ámbito del Comité Superior Tripartito 
problemas que pueden estar planteados en los otros niveles de negociación. Eliminarlo, como 
planteaba el Comité, según nuestra interpretación, no le quita ni le agrega, porque tenemos claro que 
lo que se discute en el Comité Superior Tripartito depende, muchas veces, del estado de correlación de 
fuerzas y del contexto en que se da el proceso de discusión. Por lo tanto, nosotros proponemos 
eliminarlo y responder a lo solicitado por el Comité de Libertad Sindical, que genera normas en las 
cuales las relaciones laborales en algunos países del mundo no tienen el grado de maduración que a lo 


largo de la historia ha adquirido el nuestro. Se entiende que muchas veces la injerencia en algunos 
países respecto al poder del Estado va en una lógica de injerencia que altera efectivamente a las 
partes. 


En ese ámbito del comité superior tripartito, es difícil que el Gobierno no tienda a tratar de 
buscar los niveles de entendimiento más amplios. En los distintos casos de negociación, podrá en los 
grupos o subgrupos votar alineado con unos o con otros y eso ha pasado. En la última ronda, en lo que 
tiene que ver con el resultado, de 188 convenios, 183 se resolvieron en el ámbito tripartito y 5 se 
resolvieron por fuera. Dentro de los 183 convenios, en el nivel de negociación de los subgrupos en 15 
oportunidades el Gobierno votó con los trabajadores, en 5 ocasiones lo hizo con los empresarios y en 6 
oportunidades se abstuvo de la votación ante el acuerdo que llevaban adelante empresarios y 
trabajadores. Comento esto porque es la realidad del ámbito donde se resuelven cosas concretas; en 
el otro hay discusiones que muchas veces exigen niveles de acuerdo importantes para poder resolver. 


En definitiva, de nuestra parte podría eliminarse esto porque no cambia sustantivamente el 
alcance de la norma. 


Quiero resaltar que en cuanto a la negociación colectiva sabe mucho más el doctor 
Loustaunau, ya que hace treinta años que está dentro del Ministerio y yo tres meses y, además, él 
sigue muy de cerca todo lo relativo a los consejos de salarios. 


El artículo 3% que se propone, dice: “El registro y publicación de las resoluciones de los 
Consejos de Salarios y de los Convenios Colectivos dispuestos por los arts. 5” de la Ley N* 10.449 de 
12 de noviembre de 1943; en la redacción dada por el art. 12 de la Ley N* 18.566 de 11 de setiembre 
de 2009 y 16 de la última norma,” -de la N* 18.566- “no constituirán requisito alguno de autorización, 
homologación o aprobación por el Poder Ejecutivo”. Esto refiere a desde cuándo rige el acuerdo que se 
logra en el propio consejo de salarios y que el alcance y la obligatoriedad emanada del acuerdo no 
dependen necesariamente de un acto del Poder Ejecutivo. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Esta aclaración deviene de un error histórico que se convirtió en una 
costumbre y que generaba algún tipo de dudas. La ley original de consejo de salarios data de 1943 y 
establecía que se llegaba a ser miembro del consejo por votación. En 1985 hubo necesidad de 
urgencia de reconvocar a los consejos de salarios, y ello se hizo sin utilizar el procedimiento de 
elección. Algunos empleadores impugnaban esos acuerdos y se dictó la Ley N* 16.002, de rendición de 
cuentas, y mediante su artículo 82 u 83 -no recuerdo bien- se establecía que el Poder Ejecutivo 
homologaba los acuerdos que se alcanzaba en los consejos de salarios. ¿Qué constituía este 
mecanismo de homologación? Llegaba el acuerdo del consejo de salarios y el Poder Ejecutivo lo 
convertía en decreto, en un acto administrativo; es decir, dejaban de ser laudos para convertirse en un 
acto administrativo. 


Esta normativa que se aplicó hasta la aprobación de la Ley N* 18.566, generó 
observaciones por parte del ámbito internacional, en cuanto a que era un claro acto de injerencia de la 
Administración en la negociación colectiva. Por ello, en la Ley N* 18.566 se decidió volver al modelo 
antiguo de los laudos y sacar el mecanismo de la homologación. La constitución de los Consejos de 
Salarios no se hace más por elección, sino que las organizaciones más representativas designan a sus 
representantes, salvando así el problema de base que generaron los artículos de la Ley N* 16.002 y, 
de esta manera, no se homologa más. 


Precisamente, hoy alcanzamos un preacuerdo con la industria frigorífica. Cuando esté pronto 
el acuerdo, lo único que haremos será ir e inscribirlo. Antes, si eso no estaba de acuerdo a sus pautas 
económicas, el Poder Ejecutivo no lo inscribía. Era una forma fuerte de incidir en la economía, porque 
pretendía contener el fenómeno inflacionario, etcétera. 


Al derogarse esa norma, mucha gente duda sobre cuál es la participación del Estado y si de 
alguna manera puede homologar o restarle efecto, para decir: “no te inscribo”. 


Hoy le comentaba al señor Ministro sobre un libro que escribimos hace unos años en el que 
decíamos que el Ministerio no puede oponerse a la inscripción. Si se opone, cualquiera de los 
interesados -de los dos interlocutores sociales- simplemente puede presentar una acción de amparo, y 
lo obligaría a inscribirlo. Pero lo peor es que desde el punto de vista político el Ministro, obviamente, 
sería citado a este Parlamento por desconocer una ley y una norma. Es decir, no hay forma de que 
exista un acto que impida el nacimiento de los efectos del laudo. 


Ahora bien, como quedaban dudas para el Comité sobre cuál era la redacción y, tal vez, 
parte de la queja llevaba a esa confusión -que creo hoy está absolutamente disipada por el tiempo en 
que viene haciéndose uso de la ley- entendimos que este artículo aclaratorio blanqueaba un poco la 
situación. 


SEÑOR PASQUET.- No estoy seguro de haber entendido bien qué se quiere hacer con este artículo 3% 
del proyecto de ley, ni tampoco su alcance. 


Voy a pensar en voz alta y a hacer una pregunta. A mi entender, de la lectura del artículo 32 
se desprende que para publicar y registrar resoluciones de los Consejos de Salarios o, mejor dicho, 
para que el Poder Ejecutivo autorice, homologue o apruebe resoluciones de los Consejos de Salarios y 
Convenios Colectivos, no se necesita registro y publicación de los mismos. Quiere decir que el Poder 
Ejecutivo puede hacerlo aunque no hayan sido registrados o publicados. ¿Es eso lo que se quería 
establecer o, al revés, que no se necesite que el Poder Ejecutivo apruebe, autorice u homologue, para 
registrar y publicar? 


SEÑOR MINISTRO..- Es eso último, señor Senador. 


SEÑOR PASQUET.- Si es eso lo que se quiere hacer, señor Presidente, me parece que la redacción - 
reitero que estoy pensando en voz alta- no refleja fielmente la intención porque dice: “El registro y la 
publicación [...] no constituirán requisito alguno de autorización, homologación o aprobación por el 
Poder Ejecutivo”. 


Da la impresión que se aclara que no tiene que estar registrado o publicado para que pueda 
ser autorizado. Nada nos dice sobre los efectos o la necesidad de la autorización, homologación o 
aprobación. En cambio, si por ejemplo dijera: “El registro y la publicación [...] no dependerán de la 
autorización, homologación o aprobación del Poder Ejecutivo”, quedaría claro que una cosa es 
independiente de la otra y que se registra y publica, sea que el Poder Ejecutivo lo autorice, homologue 
o no. Me parece que esto es lo que se quería decir. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Continuando la línea de reflexión que plantea el señor Senador 
Pasquet traigo a colación cómo está redactado hoy el artículo 5% a que refiere la norma que se 
proyecta. El problema radica en determinar desde cuándo son obligatorias, si requieren una 
homologación, ser publicados y registrados. Tengamos en cuenta que es diferente la publicación al 
acto de la homologación. Creo que la norma que se está proponiendo va en la línea de decir que la 
publicación no debe asimilarse a la homologación, que el registro no es la homologación. El convenio 
es obligatorio desde el momento que se cierra y se publica. Me parece que el proyecto de ley va por 
esa línea. 


SEÑOR MINISTRO.- En realidad, este artículo 3* iría en sustitución de la última parte del primer inciso 
del artículo 5% dado en la redacción del artículo 12 de la Ley N* 18.566. Es como una derogación tácita 
que podría, si así lo entendiera la Comisión, incorporarse en una nueva redacción del artículo 5%, que 
dice: “Créanse los Consejos de Salarios que tendrán por cometido fijar el monto mínimo de los salarios 
por categoría laboral y actualizar las remuneraciones de todos los trabajadores de la actividad privada, 
sin perjuicio de la competencia asignada por el artículo 4% de la Ley N* 17.940, de 2 de enero de 2006. 
El Consejo de Salarios podrá asimismo establecer condiciones de trabajo para el caso que sean 
acordadas por los delegados de empleadores y trabajadores del grupo salarial respectivo. Las 
decisiones de los Consejos de Salarios surtirán efecto en el respectivo grupo de actividad una vez que 
sean registradas y publicadas por parte del Poder Ejecutivo”. Entonces, podría plantearse que el 
registro y la publicación de las resoluciones de los Consejos de Salarios de los convenios colectivos no 


constituirán requisito alguno de autorización, homologación o aprobación por el Poder Ejecutivo. En 
realidad, esta parte estuvo presentada por fuera de lo que planteaba la Ley N* 18.566. 


En lo que tiene relación con lo que nos planteaba el Comité de Libertad Sindical, pediría que 
hiciera uso de la palabra el señor Subsecretario. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En los hechos lo que acontece es lo siguiente. Lo que marca la ley es 
que primero se negocie y luego se registre y publique. No hay una modificación a esta parte final del 
inciso. ¿Qué sucede? El objeto de la petición de los empleadores y lo que plantea el Comité de 
Libertad Sindical, por esa rémora de cómo era el mecanismo de homologación, tenía que ver con 
preguntar qué pasa si el Poder Ejecutivo no lo quiere publicar. Ante esto respondemos que el Poder 
Ejecutivo no puede abstenerse de registrarlo ni de publicarlo. En todo caso, caerá la responsabilidad 
política del Ministro o nos harán una acción de amparo. Ese es el texto en el contenido de la queja y la 
única cuestión del artículo que aclara; no pretende sustituir el mecanismo de registro y publicación. El 
efecto erga omnes no lo podíamos fijar solamente en el producto de la negociación ya que a veces 
pasa bastante tiempo entre la firma y la comunicación a la gente. Ahí se genera un problema con las 
retroactividades y con el propio Banco de Previsión Social, que les aplica multas. Por eso tuvimos que 
establecer que el conocimiento fuera público. 


Entonces, vuelvo a insistir. La queja dice que el Poder Ejecutivo no se lo va a publicar; si no 
se pone de acuerdo con él en su lineamiento económico, no lo va a publicar. Este fue un pensamiento 
extraviado de quien hizo la queja, porque nunca dejamos de publicar ni de registrar. Y reitero: si lo 
hiciéramos, hay mecanismos en el ordenamiento jurídico más que suficientes para obligarnos a eso 
desde el punto de vista estrictamente jurídico; y por supuesto, ni que hablar de los mecanismos 
políticos, constitucionales, que embretan, obligan al Ministro a que cumpla. 


SEÑOR MINISTRO.- Estamos hablando de la hipótesis de un Estado de derecho. Suele pasar que 
ante la eventualidad de que el Gobierno se abstenga y no tome parte en el tema de la votación de lo 
que está presentado como producto del proceso de negociación, muchas veces alguna de las partes 
pide y exige, que va a acordar si el Gobierno se manifiesta a favor. Esto es claro de entender en 
aquellos sectores que, de alguna manera, tienen algún nivel de beneficios o de exoneraciones que las 
empresas reciben por parte del Gobierno. Hace no mucho hubo una situación conflictiva que venía 
acordada entre empresarios y trabajadores, una pauta salarial, y el Gobierno dijo que en ese caso no 
estaba dentro del acuerdo, lo que cualquiera podía entender para el sector empleador que, en una 
situación casi oligopólica de mercado, no se iba a mantener un nivel de exoneraciones que podía darse 
si significaba para el sector empleador que se trasladaba a precios el costo de lo otorgado. Por lo tanto, 
muchas veces la exigencia viene en el sentido de que se quiere que el Poder Ejecutivo esté dentro. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- Luego de haber escuchado al señor Ministro y las aclaraciones del 
señor Subsecretario, es claro que el requisito que se está planteando desde el punto de vista jurídico 
es de publicidad. No se trata de que se integre al proceso de formación de esa voluntad de los 
Consejos de Salarios una actuación administrativa del Poder Ejecutivo homologando, sino que 
simplemente se trata de un servicio de publicidad para darle certeza a la fuerza vinculante que va a 
tener ese convenio. 


Mientras el señor Ministro hablaba, yo estaba pensando, por ejemplo, en los edictos 
judiciales. Imaginemos que el Diario Oficial se negara a publicar un edicto oficial, un edicto que se 
expide. Estamos hablando de requisitos de publicidad. Al ser así, no va a haber inconveniente en 
buscar la mejor redacción para que quede claro. Quizás se puede decir simplemente que es un tema 
de publicidad. El Poder Ejecutivo no debería intervenir más que dando el servicio de publicidad y, 
quizás, regulando ese sistema para que no haya ninguna posibilidad de desvío o injerencia. De la 
misma forma cuando se publican edictos en el Diario Oficial: para dar certeza, porque en realidad no es 
el Poder Ejecutivo el que adoptó el acto, sino el Consejo de Salarios. Y hasta me animaría a decir que, 
desde el punto de vista jurídico, es obligatorio entre las partes desde el momento en que lo acordaron. 
Pero el marco legal establece, para dar certeza, que es obligatorio para el grupo de actividad desde el 
momento en que se registra y se publica. Eso, a los efectos de dar publicidad. Es lo que tiene que 
quedar claro; la interpretación es comprendida. 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- Nosotros tenemos una observación en el sentido de que la participación 
del Poder Ejecutivo en el proceso de registro y publicación se convierta en un obstáculo para el 
cumplimiento de lo que se acordó. 


Por lo tanto, podríamos buscar un texto mucho más corto, que comience diciendo que no 
constituirá requisito alguno, de autorización u homologación, o autorización por el Poder Ejecutivo. La 
idea es que el requisito de publicación no constituirá requisito alguno ni otra condición. 


En definitiva, nos parece que importa la parte final de este artículo, o sea, que quede 
establecido ese concepto. De ese modo, se resuelve el reclamo planteado en la queja. Como 
dijimos antes, puede pasar que en el reclamo se diga: “Ah, pero, ustedes, al no decir esto, se guardan 


” 


la posibilidad de establecer: “Tranco por otro lado un convenio colectivo”. 


SEÑOR PASQUET.- Queda clara la intención, pero me ratifico en la convicción de que se debe revisar 
la redacción, pues se expresa de tal manera que, en mi opinión, se invierte el concepto que se quiere 
plasmar. Simplificando, en el artículo se establece que el registro y publicación de las resoluciones de 
los Consejos de Salarios y de los Convenios Colectivos, no constituirán requisito alguno de 
autorización, homologación o aprobación por el Poder Ejecutivo, pero debería decir al revés: que la 
autorización no constituirá requisito para la publicación. De este modo, el Poder Ejecutivo quedará 
obligado a registrar y a publicar siempre. 


Por ejemplo, se podría buscar una redacción en la que se dijera, en lugar de: “no constituirán 


» « 


requisito”, “no requerirán autorización, homologación o aprobación por el Poder Ejecutivo, que quedará 
siempre obligado a hacer efectivo aquello”, es decir, registro y publicación. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- De acuerdo. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Pues bien, se cambiaría la parte final del artículo. 


SEÑOR PASQUET.- Exacto; mi propuesta sería que, en lugar de: “no constituirán requisito alguno”, se 
exprese: “no requerirán autorización, homologación o aprobación por el Poder Ejecutivo, que quedará 
siempre obligado a hacer efectivo aquello”. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se mantendría la redacción de este artículo tal como está, cambiando la 
expresión indicada por el señor Senador Pasquet. 


En realidad, quien habla pensaba exactamente lo mismo. 
Correspondería pasar al artículo 4*. 
SEÑOR MINISTRO.- Sobre este artículo también hemos recibido algunas observaciones. 


Si los señores Senadores me permiten, leo el artículo: “Créase en el Ministerio de Trabajo y 
Seguridad Social el Registro de Organizaciones Sindicales. 


La inscripción en el referido registro será carácter facultativo y tendrá exclusivamente efectos 
constitutivos de la personería jurídica, la que se otorgará sin otro requisito que la presentación de los 
estatutos de la organización adoptados por asamblea de trabajadores. 


En reconocimiento de la autonomía y libertad sindical, el registro podrá efectuar únicamente 
observaciones a los estatutos de legalidad y orden público, y en ningún caso significará el otorgamiento 
de autorización previa o un permiso para el funcionamiento de las organizaciones sindicales. 


La Administración tendrá un plazo de quince (15) días para el reconocimiento de la personería 
jurídica. En caso que transcurriera el plazo sin pronunciamiento, la personería jurídica se tendrá por 
concedida automáticamente”. 


Respecto a este he planteado mis reservas, y las voy a reiterar en esta Comisión. 
Eventualmente, salvo que los señores Senadores opinen lo contrario, podremos sugerir otro texto. 


El accionar de un sindicato, en el marco de la libertad sindical, no está librado a la tenencia de 
personería jurídica. 


La personería jurídica es un acto que dota de derechos a los sindicatos, en lo que tiene que 
ver estatutos de conformación y con lo que de estos emana. En mi opinión, los contenidos del estatuto 
no deberían eludir el paso el proceso de otorgamiento de la personería jurídica, tal como ocurre con 
cualquier otra institución. La potestad de otorgar la personería jurídica es del Ministerio de Educación y 
Cultura. 


Creo que se podría tratar de lograr el objetivo de que se dotara de personería jurídica en 
plazos perentorios, de modo que su otorgamiento no demore tanto tiempo, no solo para los sindicatos 
sino también para otros marcos. En mi opinión, las observaciones que mereciera -constitucionalidad, 
legalidad u orden público que pudiera contener el estatuto de un sindicato- deberían ser controladas, 
por lo que no iría a un régimen en el que casi automáticamente, en quince días, por la inscripción o el 
registro de las organizaciones sindicales en un registro del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, se 
deba proceder a que se cuente con personería. Creo que necesariamente debe admitir algunos 
cambios -en mi interpretación; no estuve entre los firmantes del proyecto de ley que llegó a esta Casa 
en marzo de 2013- para dotar de celeridad a aquellas organizaciones o sindicatos que soliciten la 
personería jurídica, pero quisiera un texto que controlara más aspectos de legalidad en los contenidos 
del estatuto de cualquiera de ellos. 


SEÑOR LÓPEZ GOLDARACENA.- ¿Uruguay fue observado por este tema, señor Ministro? 


SEÑOR SUBSECRETARIO.- En realidad, en la queja hay continuas alusiones al problema de la falta 
de personería jurídica de los sindicatos uruguayos. En algunos países también existe una personería 
gremial para actuar; el PIT-CNT no tiene personería jurídica. La vinculación al deber y a la obligación 
de reserva que se establece en el artículo 1 se ata al hecho de que si el sindicato no tiene personería 
jurídica, ¿contra quién acciona? ¿Acaso contra todos los miembros del sindicato? Ese es el principal 
argumento que está flotando en la queja. 


Por eso es que, como decía el señor Ministro, no hay algo que diga que los sindicatos que no 
tienen personería jurídica suponen un problema para Uruguay. No, el problema es que en la queja está 
mezclado el tema del deber de reserva. Hay que tener en cuenta que la queja fue planteada sobre la 
base de un proyecto de ley y no en función de la norma finalmente aprobada. El proyecto de ley, 
además de tener un contenido muy parecido al de la actual Ley N* 18.566, incluía un capítulo de 
prevención de conflictos. En su momento, los empleadores pidieron al entonces Presidente, doctor 
Tabaré Vázquez, que suprimiera el capítulo de prevención de conflictos, haciendo mucho énfasis en 
ese mecanismo y decían que cuando fuera violado por las organizaciones, estas tuvieran 
responsabilidad. De ahí que eso fuera tan de la mano de la personería jurídica. 


Recuérdese que así estaba contenido, nada más ni nada menos, en el artículo vinculado al 
tema de las ocupaciones. Entonces, el tema de la personería era un poco más complejo que lo que 
simplemente podamos visualizar en este tibio artículo, para decirlo de alguna manera. 


SEÑOR MINISTRO.- Los querellantes -estamos hablando de la Cámara de Industria, de la Cámara de 
Comercio y de la Dirección Nacional de Empleadores- indican en un resumen que la mayoría de la 
información de la empresa -tema que habíamos estado discutiendo en el artículo 1*- es confidencial, 
pues de ella se desprenden los planes estratégicos que la misma ha diseñado para la colocación de 
sus productos o servicios. No es posible garantizar la obligación de reserva que la misma norma 
impone, si la organización sindical no es capaz de tener responsabilidad jurídica por la violación o la 


omisión en el cumplimiento de esta obligación. En el derecho interno, al no estar reglamentado el 
derecho de huelga tal y como ordena la Constitución en su artículo 57, no es posible garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones por parte de los trabajadores, pues la organización sindical no tiene 
personería jurídica y por tanto existencia jurídica. En consecuencia, no resulta posible responsabilizar a 
los trabajadores o al sindicato para el caso de violación de la obligación de reserva. En definitiva y de 
acuerdo con el proyecto, el empleador no tiene garantizado ni el cumplimiento, ni la reparación o 
indemnización y ni siquiera la certeza de poder iniciar acciones judiciales para la reparación del 
eventual daño. Obviamente que la persona que está en la negociación y violó la reserva, es pasible de 
ser identificada porque es una persona física. La violación a la persona jurídica, a punto de partida de 
la cual puede actuar, podría tornarse difícil o inexistente si no tiene la personería jurídica. 


Creemos que habría que afinar un poco más este tema del otorgamiento de la personería 
jurídica en este artículo 4% porque no necesariamente es factible. Digo esto porque, en la medida en 
que hoy la libertad sindical garantiza la actividad sindical sin personería jurídica, estaría dando un 
vuelco masivo a la obtención de la misma. Pensamos que sí debería ser la garantía exigible para el 
otorgamiento de cualquier personería jurídica. Además, los estatutos deberían estar sometidos a un 
mayor nivel de control en sus contenidos, no solo en los derechos u obligaciones, sino en las normas 
de alcance que pudiera tener el estatuto. Estaríamos presentando un texto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Esto no está muy claro. Por lo general, frente a las patronales, se presentan 
grupos de trabajadores y lo primero que dicen es que la personería jurídica está en trámite. De hecho, 
hay muchas organizaciones que están en estas condiciones y eso ha causado atrasos que, en 
algunos casos, llevaba años regularizar; ahora puede ser que esté más actualizado. Los trabajadores 
han tratado de buscar alguna solución para agilitar este trámite, pero no lo veo claro. Se puede 
mantener la misma discusión en cuanto a si son o no legales, si tienen personería jurídica o si está en 
trámite, pero no lo veo claro. ¿Qué podríamos hacer? 


SEÑOR MINISTRO.- Más allá de lo que resuelva la Comisión, estaríamos acercando a la Presidencia 
un texto que, por lo menos, nos satisfaga más que el actual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Perfecto, señor Ministro, quizás de esa manera obtengamos mayores 
consensos en ese tema. 


Agradecemos al señor Ministro y al señor Subsecretario por haber concurrido a la Comisión. 


(Se retira de Sala el Señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social y el señor Subsecretario.) 
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